
                                                                                                                
 

LEY DE MIGRACIÓN 
Última Reforma DOF 27-05-2024 

Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de mayo de 

2011 

TEXTO VIGENTE 

Última reforma publicada DOF 27-05-2024 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 

Mexicanos. - Presidencia de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY DE MIGRACIÓN Y SE REFORMAN, DEROGAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE POBLACIÓN, DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL, DEL 

CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, DE LA LEY FEDERAL 

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, DE LA LEY DE LA POLICÍA 

FEDERAL, DE LA LEY DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS Y CULTO PÚBLICO, 

DE LA LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA, Y DELA LEY GENERAL DE 

TURISMO. 

DERECHOS Y OBLIGACIONES 

Última Reforma DOF 27-05-2024 

Artículo 6. El Estado mexicano garantizará a toda persona extranjera el 

ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Constitución, en los 

tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte el Estado 

mexicano y en las disposiciones jurídicas aplicables, con independencia de 

su situación migratoria.  

En el caso de niñas, niños y adolescentes migrantes se garantizarán, de 

manera adicional a lo establecido en el párrafo anterior, los derechos y 



                                                                                                                
 

principios establecidos en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes y su Reglamento, incluyendo el de la no privación de la libertad 

por motivos migratorios.  

Artículo 7. La libertad de toda persona para ingresar, permanecer, transitar y 

salir del territorio nacional tendrá las limitaciones establecidas en la 

Constitución, los tratados y convenios internacionales de los cuales sea parte 

el Estado mexicano, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. El 

libre tránsito es un derecho de toda persona y es deber de cualquier autoridad 

promoverlo y respetarlo. Ninguna persona será requerida de comprobar su 

nacionalidad y situación migratoria en el territorio nacional, más que por la 

autoridad competente en los casos y bajo las circunstancias establecidos en 

la presente Ley.  

Artículo 8. Los migrantes podrán acceder a los servicios educativos provistos 

por los sectores público y privado, independientemente de su situación 

migratoria y conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. 

Los migrantes tendrán derecho a recibir cualquier tipo de atención médica, 

provista por los sectores público y privado, independientemente de su 

situación migratoria, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias 

aplicables. Los migrantes independientemente de su situación migratoria, 

tendrán derecho a recibir de manera gratuita y sin restricción alguna, 

cualquier tipo de atención médica urgente que resulte necesaria para 

preservar su vida. En la prestación de servicios educativos y médicos, ningún 

acto administrativo establecerá restricciones al extranjero, mayores a las 

establecidas de manera general para los mexicanos.  

Artículo 9. Los jueces u oficiales del Registro Civil no podrán negar a los 

migrantes, independientemente de su situación migratoria, la autorización de 

los actos del estado civil ni la expedición de las actas relativas a nacimiento, 

reconocimiento de hijos, matrimonio, divorcio y muerte.  

Artículo 10. El Estado mexicano garantizará a los migrantes que pretendan 

ingresar de forma regular al país o que residan en territorio nacional con 

situación migratoria regular, así como a aquéllos que pretendan regularizar su 

situación migratoria en el país, el derecho a la preservación de la unidad 

familiar.  

Artículo 11. En cualquier caso, independientemente de su situación 

migratoria, los migrantes tendrán derecho a la procuración e impartición de 

justicia, respetando en todo momento el derecho al debido proceso, así como 

a presentar quejas en materia de derechos humanos, de conformidad con las 

disposiciones contenidas en la Constitución y demás leyes aplicables.  



                                                                                                                
 

Los procedimientos aplicables a niñas, niños y adolescentes migrantes, se 

regirán por los derechos y principios establecidos en la Constitución, los 

tratados internacionales, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes y demás disposiciones normativas aplicables en la materia. 

Previo al inicio de dichos procedimientos, se dará aviso inmediato a la 

Procuraduría de Protección. En todo momento se observará el principio de la 

no privación de la libertad de niñas, niños y adolescentes por motivos 

migratorios. 

Artículo 12. Los migrantes, independientemente de su situación migratoria, 

tendrán derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, de 

conformidad con lo dispuesto en la Constitución y en los tratados y convenios 

internacionales de los cuales sea parte el Estado mexicano.  

Artículo 13. Los migrantes y sus familiares que se encuentren en el territorio 

de los Estados Unidos Mexicanos tendrán derecho a que se les proporcione 

información acerca de:  

I. Sus derechos y obligaciones, conforme a la legislación vigente;  

II. Los requisitos establecidos por la legislación aplicable para su admisión, 

permanencia y salida, y  

III. La posibilidad de solicitar el reconocimiento de la condición de refugiado, 

del otorgamiento de protección complementaria o de la concesión de asilo 

político y la determinación de apátrida, así como los procedimientos 

respectivos para obtener dichas condiciones. La Secretaría adoptará las 

medidas que considere apropiadas para dar a conocer la información 

mencionada, de conformidad con la legislación aplicable.  

Artículo 14. Cuando el migrante, independientemente de su situación 

migratoria, no hable o no entienda el idioma español, se le nombrará de oficio 

un traductor o intérprete que tenga conocimiento de su lengua, para facilitar 

la comunicación. Cuando el migrante sea sordo y sepa leer y escribir, se le 

interrogará por escrito o por medio de un intérprete. En caso contrario, se 

designará como intérprete a una persona que pueda entenderlo. En caso de 

dictarse sentencia condenatoria a un migrante, independientemente de su 

condición migratoria, las autoridades judiciales estarán obligadas a 

informarle de los tratados y convenios internacionales suscritos por el Estado 

mexicano en materia de traslado de reos, así como de cualquier otro que 

pudiera beneficiarlo.  

Artículo 15. El Estado mexicano promoverá el acceso y la integración de los 

migrantes que obtengan la condición de estancia de residentes temporales y 



                                                                                                                
 

residentes permanentes, a los distintos ámbitos de la vida económica y social 

del país, garantizando el respeto a su identidad y a su diversidad étnica y 

cultural.  

Artículo 16. Los migrantes deberán cumplir con las siguientes obligaciones:  

I. Cuando se trate de extranjeros con, situación migratoria regular, resguardar 

y custodiar la documentación que acredite su identidad y su situación.  

II. Mostrar la documentación que acredite su identidad o su situación 

migratoria regular, cuando les sea requerida por las autoridades migratorias;  

III. Proporcionar la información y datos personales que les sean solicitados 

por las autoridades competentes, en el ámbito de sus atribuciones, lo anterior 

sin perjuicio de lo previsto en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental y demás disposiciones aplicables en la 

materia, y  

IV. Las demás obligaciones establecidas en la Constitución, en la presente 

Ley, su Reglamento y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 17. Sólo las autoridades migratorias podrán retener la documentación 

que acredite la identidad o situación migratoria de los migrantes cuando 

existan elementos para presumir que son apócrifas, en cuyo caso deberán 

inmediatamente hacerlo del conocimiento de las autoridades  

competentes para que éstas resuelvan lo conducente. 

TÍTULO TERCERO 

DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA MIGRATORIA 

CAPÍTULO I 

DE LA AUTORIDADES MIGRATORIAS  

Artículo 18. La Secretaría tendrá las siguientes atribuciones en materia 

migratoria:  

I. Formular y dirigir la política migratoria del país, tomando en cuenta la 

opinión de las autoridades que al efecto se establezcan en el Reglamento, así 

como las demandas y posicionamientos de los otros Poderes de la Unión, de 

los Gobiernos de las entidades federativas y de la sociedad civil;  

II. Fijar las cuotas, requisitos o procedimientos para la emisión de visas y la 

autorización de condiciones de estancia, siempre que de ellas se desprenda 

para su titular la posibilidad de realizar actividades a cambio de una 

remuneración; así como determinar los municipios o entidades federativas 



                                                                                                                
 

que conforman las regiones fronterizas o aquellas que reciben trabajadores 

temporales y la vigencia correspondiente de las autorizaciones para la 

condición de estancia expedida en esas regiones, en los términos de la 

presente Ley. En todos estos supuestos la Secretaría deberá obtener 

previamente la opinión favorable de la Secretaría del Trabajo y Previsión 

Social y tomará en cuenta la opinión de las demás autoridades que al efecto 

se establezcan en el Reglamento;  

III. Establecer o suprimir requisitos para el ingreso de extranjeros al territorio 

nacional, mediante disposiciones de carácter general publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación, tomando en cuenta la opinión de las autoridades que 

al efecto se establezcan en el Reglamento;  

IV. Suspender o prohibir el ingreso de extranjeros, en términos de la presente 

Ley y su Reglamento;  

V. En coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores, promover y 

suscribir instrumentos internacionales en materia de retorno asistido tanto de 

mexicanos como de extranjeros;  

VI. Fijar y suprimir los lugares destinados al tránsito internacional de 

personas, en términos de esta Ley y su Reglamento;  

VII. Dictar los Acuerdos de readmisión, en los supuestos previstos en esta 

Ley, y  

VIII. Las demás que le señale la Ley General de Población, esta Ley, su 

Reglamento y otras disposiciones jurídicas aplicables. 

 

CAPÍTULO VII 

DEL PROCEDIMIENTO EN LA ATENCIÓN DE PERSONAS EN SITUACIÓN DE 

VULNERABILIDAD 

Artículo 112. Cuando alguna niña, niño o adolescente sea puesta a disposición 

del Instituto, quedará bajo su total responsabilidad en tanto procede la 

notificación inmediata a la Procuraduría de Protección y la canalización al 

Sistema DIF correspondiente, y se deberá garantizar el respeto a sus derechos 

humanos, sujetándose particularmente a lo siguiente:  

I. Por lo que respecta a la seguridad y cuidado de niñas, niños y adolescentes, 

el Instituto deberá ponerles de inmediato a disposición del Sistema Nacional 

DIF o su equivalente en las diferentes entidades federativas, municipios o 

demarcaciones territoriales y notificar del caso a la Procuraduría de 



                                                                                                                
 

Protección, para proceder a su gestión conforme a lo establecido en la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. De manera cautelar, 

el Instituto reconocerá a toda niña, niño y adolescente migrante la condición 

de Visitante por Razones Humanitarias, en los términos establecidos en la 

presente Ley y su Reglamento.  

El Instituto emitirá un acta de canalización de la niña, niño o adolescente en 

la que conste la notificación a la Procuraduría de Protección y la canalización 

de la niña, niño o adolescente al Sistema DIF correspondiente; 

II. Por lo que respecta a la determinación y resolución de la situación 

administrativa migratoria de niñas, niños y adolescentes, el Instituto deberá 

iniciar el procedimiento administrativo migratorio previa notificación a la 

Procuraduría de Protección para su oportuna intervención;  

III. Será el Instituto quien determine y resuelva el procedimiento administrativo 

correspondiente, atendiendo las determinaciones que en ese sentido provea 

el plan de restitución de derechos emitido por la Procuraduría de Protección. 

En el caso de que el plan de restitución de derechos que emita la Procuraduría 

de Protección recomiende la permanencia de la niña, niño o adolescente, el 

Instituto lo podrá regularizar bajo los supuestos establecidos en los artículos 

132, 133 y 134 de esta Ley, y tendrá derecho a la preservación de la unidad 

familiar. En el caso de que el plan de restitución de derechos que emita la 

Procuraduría de Protección estipule la posibilidad de que la niña, niño o 

adolescente salga del país, el Instituto procederá al retorno asistido y se 

notificará de esta situación al Consulado correspondiente, con tiempo 

suficiente para la recepción del niño, niña o adolescente en su país de 

nacionalidad o residencia. El retorno asistido de la niña, niño o adolescente 

migrante a su país de nacionalidad o residencia se realizará atendiendo al 

interés superior de la niña, niño y adolescente y su situación de 

vulnerabilidad, con pleno respeto a sus derechos humanos y con la 

intervención de la autoridad competente del país de nacionalidad o residencia. 

Todo traslado y retorno asistido deberá de hacerse en acompañamiento de 

personal especializado en el tema de infancia. Tratándose de niña, niño o 

adolescente nacional no acompañado, corresponderá al Sistema Nacional 

para el Desarrollo Integral de la Familia, en coordinación y coadyuvancia con 

los Sistemas Estatales DIF y de la Ciudad de México que correspondan, 

garantizar el eficaz retorno asistido de la niña, niño o adolescente con sus 

familiares adultos o personas adultas bajo cuyos cuidados se encuentre 

habitualmente ya sea en virtud de ley o por costumbre, atendiéndose en todo 

momento el interés superior de la niña, niño y adolescente y su situación de 

vulnerabilidad, considerando las causas de su migración: reunificación 



                                                                                                                
 

familiar, en busca de empleo, violencia intrafamiliar, violencia e inseguridad 

social, entre otras;  

IV. Se informará en lenguaje claro y conforme a su edad y madurez a la niña, 

niño o adolescente de las implicaciones de la canalización al Sistema DIF, la 

notificación de su caso a la Procuraduría de Protección, del proceso 

administrativo migratorio, de sus derechos y del proceso de retorno a su país 

o comunidad de origen, en el caso de las niñas, niños y adolescentes 

nacionales repatriados;  

V. Se le pondrá en contacto con el consulado de su país, salvo que a juicio del 

Instituto o a solicitud de la niña, niño o adolescente pudiera acceder al asilo 

político, al reconocimiento de la condición de refugiado, o se identifiquen 

indicios de necesidad de protección internacional, en cuyo caso no se 

entablará contacto con la representación consular. En estos casos, además 

de a la Procuraduría de Protección, el Instituto deberá notificar a la Comisión 

Mexicana de Ayuda a Refugiados de manera inmediata. En los casos en que 

corresponda, se notificará al consulado del país de nacionalidad o residencia 

del niño, niña o adolescente, sobre la canalización al Sistema DIF y la 

notificación a la Procuraduría de Protección, incluyendo los datos de contacto 

para ambos casos; 

VI. Personal del Instituto, especializado en la protección de la infancia, 

capacitado en los derechos de niñas, niños y adolescentes, podrá 

entrevistarles con el único objeto de conocer su identidad, su país de 

nacionalidad o residencia, su situación migratoria, el paradero de sus 

familiares y sus necesidades particulares de protección, de atención médica 

y psicológica. Dicha información se compartirá con los Sistemas DIF y la 

Procuraduría Federal en los términos que establecen la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y su Reglamento. Un representante 

de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá estar presente en 

estas entrevistas, sin perjuicio de las facultades que le corresponden al 

representante legal o persona de confianza del niño, niña o adolescente. 

CAPÍTULO III 

DE LAS SANCIONES A LAS PERSONAS FÍSICAS Y MORALES 

Artículo 143. La aplicación de las sanciones a las personas físicas y morales 

se regirá por las disposiciones contenidas en este capítulo y en forma 

supletoria por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. En su 

sustanciación se respetarán plenamente los derechos humanos de los 

migrantes. Son de orden público para todos los efectos legales, la deportación 

de los extranjeros y las medidas que dicte la Secretaría conforme a la presente 



                                                                                                                
 

Ley. La deportación es la medida dictada por el Instituto mediante la cual se 

ordena la salida del territorio nacional de un extranjero y se determina el 

período durante el cual no podrá reingresar al mismo, cuando incurra en los 

supuestos previstos en el artículo 144 de esta Ley.  

Artículo 144. Será deportado del territorio nacional el extranjero presentado 

que:  

  

   

   

I. Se haya internado al país sin la documentación requerida o por un lugar no 

autorizado para el tránsito internacional de personas;  

II. Habiendo sido deportado, se interne nuevamente al territorio nacional sin 

haber obtenido el Acuerdo de readmisión, aún y cuando haya obtenido una 

condición de estancia;  

III. Se ostente como mexicano ante el Instituto sin serlo; 

IV. Cuando derivado de sus antecedentes en México o en el extranjero se 

comprometa la seguridad nacional o la seguridad pública;  

V. Proporcione información falsa o exhiba ante el Instituto documentación 

apócrifa, alterada o legítima, pero que haya sido obtenida de manera 

fraudulenta, y  

VI. Haya incumplido con una orden de salida de territorio nacional expedida 

por el Instituto.  

En todos estos casos, el Instituto determinará el período durante el cual el 

extranjero deportado no deberá reingresar al país, conforme a lo establecido 

en el Reglamento. Durante dicho periodo, sólo podrá ser readmitido por 

acuerdo expreso de la Secretaría. En el supuesto de que el extranjero, por sus 

antecedentes en los Estados Unidos Mexicanos o en el extranjero, pudiera 

comprometer la soberanía nacional, la seguridad nacional o la seguridad 

pública, la deportación será definitiva. 

Artículo 145. A los extranjeros que soliciten la regularización de su situación 

migratoria en los términos previstos en las fracciones I y II del artículo 133 de 

esta Ley, se les impondrá una multa de veinte a cuarenta días de salario 

mínimo general vigente en el Distrito Federal. Los extranjeros que se 

encuentren en los supuestos de las fracciones III, IV y V del artículo 133 de 

esta Ley no serán acreedores a ninguna multa.  



                                                                                                                
 

Artículo 146. A los extranjeros que se les autorice la regularización de su 

situación migratoria en los términos previstos en el artículo 134 de esta Ley, 

se les impondrá una multa de veinte a cien días de salario mínimo general 

vigente en el Distrito Federal.  

Artículo 147. Salvo que se trate de autoridad competente a quien, sin 

autorización de su titular retenga la documentación que acredite la identidad 

o la situación migratoria de un extranjero en el país, se impondrá multa de un 

mil a diez mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.  

Artículo 148. El servidor público que, sin mediar causa justificada o de fuerza 

mayor, niegue a los migrantes la prestación de los servicios o el ejercicio de 

los derechos previstos en esta Ley, así como los  

que soliciten requisitos adicionales a los previstos en las disposiciones 

legales y reglamentarias aplicables, se harán acreedores a una multa de veinte 

a mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, con 

independencia de las responsabilidades de carácter administrativo en que 

incurran. Esta sanción será aplicada en términos de la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, o de la ley que 

corresponda, de acuerdo con el carácter del servidor público responsable.  

Artículo 149. A cualquier particular que reciba en custodia a un extranjero y 

permita que se sustraiga del control del Instituto, se le sancionará con multa 

de quinientos a dos mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito 

Federal, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurra cuando ello 

constituya un delito y de que se le haga efectiva la garantía prevista en el 

artículo 102 de esta Ley.  

Artículo 150. Se impondrá multa de cien a quinientos días de salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal al mexicano que contraiga matrimonio 

con extranjero sólo con el objeto de que éste último pueda radicar en el país, 

acogiéndose a los beneficios que esta Ley establece para estos casos. Igual 

sanción se impondrá al extranjero que contraiga matrimonio con mexicano en 

los términos del párrafo anterior. 

Artículo 151. Se impondrá multa de mil a diez mil días de salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal a las empresas de transportes marítimos, 

cuando permitan que los pasajeros o tripulantes bajen a tierra antes de que el 

Instituto otorgue el permiso correspondiente.  

Artículo 152. El desembarco de personas de transportes procedentes del 

extranjero, efectuado en lugares distintos a los destinados al tránsito 

internacional de personas, se castigará con multa de mil a diez mil días de 



                                                                                                                
 

salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, que se impondrá a las 

personas físicas o morales con actividades comerciales dedicadas al 

transporte internacional de personas, sin perjuicio de las sanciones previstas 

en otras leyes.  

Artículo 153. Las empresas dedicadas al transporte internacional terrestre, 

marítimo o aéreo que trasladen al país extranjeros sin documentación 

migratoria vigente, serán sancionadas con multa de mil a diez mil días de 

salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, sin perjuicio de que el 

extranjero de que se trate sea rechazado y de que la empresa lo regrese, por 

su cuenta, al lugar de procedencia.  

Artículo 154. Serán responsables solidarios, la empresa propietaria, los 

representantes, sus consignatarios, así como los capitanes o quienes se 

encuentren al mando de transportes marítimos, que  

desobedezcan la orden de conducir pasajeros extranjeros que hayan sido 

rechazados o deportados por la autoridad competente de territorio nacional, 

y serán sancionados con multa de mil a diez mil días de salario mínimo general 

vigente en el Distrito Federal. A las empresas propietarias de transportes 

aéreos se les impondrá la misma sanción. En ambos supuestos se levantará 

acta circunstanciada en la que se hará constar las particularidades del caso.  

Artículo 155. Se impondrá multa de mil a diez mil días de salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal a la empresa propietaria, sus 

representantes o sus consignatarios cuando la embarcación salga de puertos 

nacionales en tráfico de altura antes de que se realice la inspección de salida 

por el Instituto y de haber recibido de éstas, la autorización para efectuar el 

viaje.  

Artículo 156. La persona que visite un transporte marítimo extranjero, sin 

permiso de las autoridades migratorias, será castigada con multa de diez 

hasta cien días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal o 

arresto hasta por treinta y seis horas. La misma sanción se impondrá a la 

persona que, sin facultades para ello autorice la visita a que se refiere el 

párrafo anterior.  

Artículo 157. Se impondrá multa de mil a diez mil días de salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal, a la empresa de transporte internacional 

aéreo o marítimo que incumpla con la obligación de transmitir 

electrónicamente la información señalada en el artículo 46 de esta Ley. Igual 

sanción podrá imponerse para el caso de que la transmisión electrónica sea 

extemporánea, incompleta o contenga información incorrecta.  



                                                                                                                
 

Artículo 158. Se impondrá multa de veinte hasta cien días de salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal, a los residentes temporales y 

permanentes que se abstengan de informar al Instituto de su cambio de 

estado civil, domicilio, nacionalidad o lugar de trabajo, o lo hagan de forma 

extemporánea. 

TÍTULO OCTAVO 

DE LOS DELITOS EN MATERIA MIGRATORIA 

CAPÍTULO ÚNICO 

DE LOS DELITOS  

 

Artículo 159. Se impondrá pena de ocho a dieciséis años de prisión y multa de 

cinco mil a quince mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito 

Federal, a quien:  

I. Con propósito de tráfico lleve a una o más personas a internarse en otro 

país sin la documentación correspondiente, con objeto de obtener directa o 

indirectamente un lucro;  

II. Introduzca, sin la documentación correspondiente, a uno o varios 

extranjeros a territorio mexicano, con objeto de obtener directa o 

indirectamente un lucro, o  

III. Albergue o transporte por el territorio nacional, con el objeto de obtener 

directa o indirectamente un lucro, a uno o varios extranjeros con el fin de 

evadir la revisión migratoria. Para efectos de la actualización del delito 

previsto en este artículo, será necesario que quede demostrada la intención 

del sujeto activo de obtener un beneficio económico en dinero o en especie, 

cierto, actual o inminente. No se impondrá pena a las personas de reconocida 

solvencia moral, que por razones estrictamente humanitarias y sin buscar 

beneficio alguno, presten ayuda a la persona que se ha internado en el país 

de manera irregular, aun cuando reciban donativos o recursos para la 

continuación de su labor humanitaria.  

Artículo 160. Se aumentarán hasta en una mitad las penas previstas en el 

artículo anterior, cuando las conductas descritas en el mismo se realicen:  

I. Respecto de niñas, niños y adolescentes o cuando se induzca, procure, 

facilite u obligue a un niño, niña o adolescente o a quien no tenga capacidad 

para comprender el significado del hecho, a realizar cualquiera de las 

conductas descritas en el artículo anterior;  



                                                                                                                
 

II. En condiciones o por medios que pongan o puedan poner en peligro la 

salud, la integridad, la seguridad o la vida o den lugar a un trato inhumano o 

degradante de las personas en quienes recaiga la conducta, o  

III. Cuando el autor material o intelectual sea servidor público.  

Artículo 161. Al servidor público que auxilie, encubra o induzca a cualquier 

persona a violar las disposiciones contenidas en la presente Ley, con el objeto 

de obtener directa o indirectamente un lucro en dinero o en especie, se le 

impondrá una pena de cuatro a ocho años de prisión y multa de quinientos 

hasta un mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.  

Artículo 162. En los casos de los delitos a que esta Ley se refiere, el ejercicio 

de la acción penal por parte del Ministerio Público de la Federación se 

realizará de oficio. El Instituto estará obligado a proporcionar al Ministerio 

Público de la Federación todos los elementos necesarios para la persecución 

de estos delitos.  

 


